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El Derecho administrativo es ante todo un derecho estatal, 
es decir, un derecho del Estado en el sentido de que además 
de emanar de éste, está destinado a regular una parte esen-
cial de su organización y actividad; particularmente la Admi-
nistración Pública como complejo orgánico, su organización 
y funcionamiento; el ejercicio de la función administrativa, y 
las relaciones jurídicas entre las personas jurídicas estatales 
y los administrados; siendo su objeto, por tanto, normar ins-
tituciones de carácter público que persiguen fines públicos y 
colectivos, situados por encima de los intereses particulares. 
En relación con todos esos aspectos que configuran su objeto 
se puede realizar una aproximación comparativa.

Siendo un Derecho que regula al Estado, el Derecho admi-
nistrativo se presenta siempre, por supuesto, como un derecho 
dinámico, en constante evolución, como consecuencia directa 
de los cambios que se operan en el ámbito social y político de 
cada sociedad, por lo que además de ser un derecho del Estado, 
regulador tanto de sus fines y cometidos, como de los poderes 
y prerrogativas que tiene que tener para poder hacer preva-
lecer los intereses generales y colectivos frente a los intereses 
individuales, es también un derecho regulador del ejercicio de 
los derechos y garantías de los administrados. Por ello, tam-
bién, es un derecho regulador del necesario equilibrio que 
debe existir entre los intereses públicos, colectivos o generales 
que debe proteger y garantizar, y los intereses individuales y 
privados que también debe garantizar, lo que cabalmente sólo 
se puede lograr en un Estado de derecho funcionando en un 
régimen democrático que es en el cual la supremacía constitu-
cional puede estar asegurada, la separación y distribución del 
Poder sea el principio medular de la organización del Estado, 
donde el ejercicio del Poder Público pueda ser efectivamente 
controlado, y donde los derechos de los ciudadanos puedan ser 
garantizados por un Poder Judicial independiente y autónomo. 
Sin democracia y sin dicho control, el Derecho administrativo 
no pasaría de ser un derecho del Poder Ejecutivo o de la Admi-
nistración Pública, el cual incluso podría estar montado sobre 
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un desequilibrio o desbalance, donde las prerrogativas y pode-
res de la Administración pudieran predominar en el contenido 
de su regulación.

Siendo un derecho del Estado, el objeto fundamental del 
Derecho administrativo es la Administración Pública, tanto 
en cuanto a su funcionamiento como a su actuación. Para ello, 
siendo la Administración Pública parte esencial de la organi-
zación del Poder Ejecutivo, el Derecho administrativo contem-
poráneo encuentra sus bases no sólo en las leyes concernientes 
a su objeto, sino en las Constituciones políticas, en las cuales, 
cada vez con mas frecuencia, se han incorporado previsiones 
de esta disciplina. Por ello, en el derecho público contempo-
ráneo se puede hablar del proceso de constitucionalización 
del Derecho administrativo, mediante el cual se han incorpo-
rado en los textos constitucionales, por ejemplo, previsiones 
relativas a la actuación del Poder Ejecutivo, y en especial a la 
Administración Pública al servicio del ciudadano, incluyendo 
previsiones sobre su conformación territorial conforme al 
principio federal, regional y en todo caso descentralizador y 
municipal. Entre esas previsiones están también lar relativas 
a la creación de entidades descentralizadas; a la transparen-
cia gubernamental; al acceso a la información administrativa; 
al principio de legalidad y su control; y, en fin, a la actividad 
administrativa. 

Por tanto, vinculado a la descripción de su objeto, bien 
podría también señalarse que el Derecho administrativo es 
aquella rama del derecho público que regula los sujetos de 
derecho o personas jurídicas que conforman al Estado; la 
Administración Pública como complejo orgánico de esas per-
sonas jurídicas estatales, y su organización y funcionamiento; 
el ejercicio de la función administrativa dentro de las funciones 
del Estado; la actividad administrativa, la cual siempre tiene 
un carácter sublegal, realizada por los órganos de las personas 
jurídicas estatales; y las relaciones jurídicas que se establecen 
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entre las personas jurídicas estatales o las que desarrollan la 
actividad administrativas, y los administrados. 

En particular, en cuanto a la actividad administrativa, 
conforme al principio de legalidad, el régimen de Derecho 
administrativo impone que solo debe ejercerse por los órga-
nos competentes ciñéndose a lo establecido en la Constitu-
ción y en las leyes y, en particular, conforme al procedimiento 
legalmente establecido. Por ello, las actuaciones realizadas por 
órganos incompetentes, sin observancia del procedimiento 
legalmente prescrito o que usurpen la reserva legal, constitu-
yen vías de hecho y vician los actos administrativos dictados 
de nulidad. En particular, respecto de los reglamentos, los mis-
mos no pueden regular materias reservadas a la ley, como es 
el caso de la tipificación de delitos, faltas o infracciones admi-
nistrativas, el establecimiento de penas o sanciones, así como 
tributos y contribuciones. 

En esta forma, uno de los principales signos formales del 
afianzamiento del principio de la legalidad en el Derecho 
administrativo contemporáneo, ha sido el sometimiento de la 
actuación de la Administración Pública a normas procedimen-
tales que aseguren a los administrados un trato justo, basado 
en la buena fe y en la confianza legítima, mediante la previ-
sión de un procedimiento formalmente regulado, en el cual 
se garantice el derecho a la defensa y, en general, el debido 
procedimiento administrativo. La consecuencia de ello es que 
una de las características del Derecho administrativo contem-
poráneo sea la conocida tendencia a codificar el procedimiento 
administrativo mediante la sanción de leyes especificas que 
los regulen, incluyendo la simplificación de trámites adminis-
trativos, para racionalizar las tramitaciones que realizan los 
particulares ante la Administración Pública y a garantizar la 
participación ciudadana en la formación de los actos adminis-
trativos. 
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Estas leyes de procedimientos administrativos han conso-
lidado la formalización o juridificación del Derecho adminis-
trativo, al positivizarse lo que al comienzo eran solo principios 
generales de la disciplina, estableciéndose en las leyes deta-
lladas previsiones sobre los actos administrativos, su forma-
ción, efectos, ejecución, revisión y control; el principio de su 
irrevocabilidad cuando creen o declaren derechos a favor de 
particulares; los vicios de nulidad que pueden afectarlos, y 
los principios para su revisión mediante recursos. La conse-
cuencia es que a partir de la entrada en vigencia de estas leyes, 
comenzó a ser más segura la posibilidad de ejercer el con-
trol judicial efectivo sobre la actividad de la Administración 
Pública, siendo dichas leyes la fuente del Derecho administra-
tivo formal más importante, con base en la cual la jurispruden-
cia ha enriquecido la disciplina.

Por otra parte, el procedimiento administrativo en el 
mundo contemporáneo se ha enriquecido con los principios 
del debido proceso cuya garantía también está obligada la 
Administración Pública a respetar, particularmente en los pro-
cedimientos sancionatorios, regulándose en las leyes adminis-
trativas no sólo la garantía de que la decisión administrativa 
se adopte por el órgano competente; sino respecto de los admi-
nistrados, el derecho a la presunción de inocencia; el derecho 
a la defensa y a ser informado de los cargos formulados; el 
derecho a ser oído; el derecho a utilizar los medios de prueba 
pertinentes para su defensa; el derecho a no confesarse culpa-
ble y no declarar contra sí misma; el derecho a la tutela efectiva 
de los derechos e intereses del sancionado; y el derecho a la 
doble instancia. Todos estos principios fueron los que llevaron 
a superar, por ejemplo, instituciones que décadas atrás habían 
sido aceptadas, como la aplicación del principio solve et repete 
como condición para acceder a la justicia contencioso-adminis-
trativa, el cual en muchos países se ha considerado inconstitu-
cional.
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Como se ha dicho, en la actuación administrativa, la com-
petencia de las autoridades administrativas siempre tiene que 
estar prevista en texto legal expreso, en el cual se autorice la 
actuación del funcionario. Esta previsión legal de la compe-
tencia, sin embargo, si bien en muchos casos está prevista con 
precisos límites en la ley, en muchos otros casos, es la ley la que 
le otorga al funcionario cierta libertad para elegir entre uno 
y otro curso de acción, apreciando la oportunidad o conve-
niencia de la medida a tomarse. En este último caso, se está en 
presencia del ejercicio de poderes discrecionales, que existen, 
precisamente cuando la ley permite a la Administración apre-
ciar la oportunidad o conveniencia para la emisión del acto 
administrativo de acuerdo a los intereses públicos envueltos, 
teniendo el poder de elegir entre diversas alternativas igual-
mente justas. El tema central en materia de discrecionalidad, 
sin embargo, ha sido el de su limitación para evitar la arbi-
trariedad administrativa, y someter a control judicial la tota-
lidad de las actividades administrativas, precisando las áreas 
de actuación que no constituyen discrecionalidad como el caso 
de la aplicación de conceptos jurídicos indeterminados. En 
consecuencia, mientras las competencias discrecionales dejan 
al funcionario la posibilidad de escoger según su criterio una 
entre varias soluciones justas, en materia de la aplicación de un 
concepto jurídico indeterminado no sucede lo mismo, pues en 
su aplicación sólo se admite una sola solución justa y correcta, 
que no es otra que aquélla que se conforme con el espíritu, pro-
pósito y razón de la norma que autoriza la actuación.  

Pero incluso depurada en esta forma la actividad discrecio-
nal, la libertad dada al funcionario para desarrollarla también 
está sometida a límites y controles en aplicación de principios 
generales del derecho como los de razonabilidad y racionali-
dad; de lógica, la justicia y la equidad; y de proporcionalidad, 
los cuales progresivamente se han venido incorporando como 
texto expreso en leyes de procedimiento administrativo. 
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Otra forma de ejercicio de la actividad administrativa, ade-
más de la acción unilateral, manifestada a través de los actos 
administrativos, es la que se realiza a través de contratos que 
la Administración Pública celebra con los administrados, que 
en esa forma asumen el rol de colaboradores de la Administra-
ción.  En esta forma, los contratos del Estado o contratos admi-
nistrativos se configuran otro de los contenidos esenciales de la 
disciplina, los cuales después de su larga creación jurispruden-
cial, también han sido objeto de legislaciones especiales sobre 
Contratos del Estado, particularmente destinadas a establecer 
los principios para la selección de contratistas, a los efectos de 
asegurar la transparencia de las actividades administrativas. 

Otro de los principios fundamentales del Derecho adminis-
trativo propio del Estado de derecho, ha sido la consolidación 
de la responsabilidad administrativa, tanto de los funcionarios 
como de la Administración Pública, es decir, de las personas 
jurídicas estatales de cuyos órganos administrativos aquéllos 
son titulares; y no sólo contractual sino extracontractual. Aún 
cuando como en casi todas las regulaciones del Derecho admi-
nistrativo, el régimen de derecho privado también está a la base 
del desarrollo de los principios de la responsabilidad admi-
nistrativa, en ésta, sin embargo, se han configurado principios 
propios relativos a garantizar la responsabilidad objetiva de la 
Administración, causada por incluso por su funcionamiento 
normal, cuando se causa un daño individualizable incluso en 
ejercicio legítimo de potestades públicas, descartándose así la 
culpa del funcionario como fundamento único medio para jus-
tificar el derecho de indemnización. 

Como se ha dicho, conforme a los postulados del Estado 
de Derecho y con base en el principio de la legalidad, todos los 
actos estatales están sometidos al derecho y todos son controla-
bles judicialmente por razones de constitucionalidad o de lega-
lidad. En consecuencia, ningún acto estatal debería escapar al 
control del Poder Judicial, y en particular, de los órganos de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa cuya creación en el 
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mundo contemporáneo es otra de las tendencias del Derecho 
administrativo. 

Como se ha dicho, en particular, siendo los actos admi-
nistrativos siempre de carácter sublegal, los mismos están 
sometidos al control judicial por parte de los tribunales con 
competencia contencioso administrativa, que en la mayoría de 
los países del mundo contemporáneo se conforma por tribu-
nales especializados, aún cuando no necesariamente separa-
dos del Poder Judicial como sucede con el originario modelo 
francés. A los mismos, por otra parte, no sólo tienen acceso los 
administrados cuyos intereses personales, directos y legítimos 
hayan sido lesionados por la actividad administrativa, como es 
la situación general de la legitimación en estos procesos, sino 
que también progresivamente la legitimación se ha extendido 
a la protección de intereses difusos, es decir, los concernientes 
a la calidad de vida de la población como los daños al ambiente 
o a los consumidores; y de los intereses colectivos, referidos 
estos últimos, por ejemplo, a un sector poblacional determi-
nado e identificable. 

Estos tribunales contencioso administrativos, por otra 
parte, en el mundo contemporáneo, no sólo ejercen una compe-
tencia de control objetivo de la actuación de la Administración 
tendiente a la anulación de los actos administrativos ilegales, 
sino una competencia de orden subjetiva, para también poder 
condenar a la Administración al pago de sumas de dinero, y a 
la reparación de daños y perjuicios originados en responsabili-
dad administrativa, y para disponer lo necesario para restable-
cer las situaciones jurídicas subjetivas que pudiesen haber sido 
lesionadas por la actividad administrativa. Ello implica que los 
jueces contencioso administrativos son los llamados no sólo 
para anular actos administrativos, sino para conocer y decidir 
con plenitud y dentro de los límites de su competencia, todas 
las demandas que se puedan intentar contra los entes públi-
cos basadas en pretensiones subjetivas. Además, el ámbito del 
control que ejercen los jueces contencioso administrativo se ha 
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extendido también a las abstenciones o negativas de los fun-
cionarios administrativos a dictar específicos y concretos actos 
administrativos a que estén obligados por las leyes. Se trata de 
lo que en muchos países se conoce como el control contencioso 
administrativo contra la carencia u las omisiones administra-
tivas. 


